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Enunciado

[Se significa que el presente supuesto práctico fue planteado en el tercer ejercicio de las prue-
bas selectivas para el acceso, por promoción interna, al Cuerpo de Gestión de la Administración 
Civil del Estado (Convocatoria 2006)]

El Instituto Nacional de las Artes Escénicas y de la Música (INAEM), organismo autónomo 
adscrito al Ministerio de Cultura, se dispone a conceder el premio anual de música para autores 
noveles.

La resolución del INAEM por la que se convoca el correspondiente concurso establece que 
podrán aspirar al premio los autores españoles noveles con obras musicales originales que reúnan 
una serie de requisitos mínimos.

Las solicitudes deben dirigirse al Director General del INAEM, pudiendo presentarse por cual-
quiera de los medios previstos en el artículo 38. 4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
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A la solicitud deberán acompañarse dos ejemplares de la partitura.

El plazo de presentación de la solicitud y de la partitura es de dos meses. La resolución de con-
vocatoria será publicada en el BOE el día 24 de mayo de 2006.

La resolución contiene la composición y normas de funcionamiento del jurado al que compe-
te fallar el concurso, los criterios de valoración, la dotación económica del premio y la aplicación 
presupuestaria con cargo a la cual ha de financiarse, entre otros aspectos.

Una vez terminado el procedimiento y fallado el premio, existen diferentes escritos, reclama-
ciones y cuestiones pendientes de resolver. He aquí algunas de ellas:

a)	 Con fecha 7 de diciembre de 2006 ha tenido entrada en el registro del INAEM una solicitud 
acompañada de la documentación pertinente. La solicitud tiene sello de entrada con fecha 
26 de julio de 2006 en el registro del Ayuntamiento de un municipio en el que los días 24 de 
mayo y 25 de julio fueron días festivos.

b)	 Un ciudadano ha recurrido contra la resolución del concurso, al conocer que no se dio 
entrada a su solicitud. Señala en su escrito de impugnación que el Ministerio de Cultura 
cuenta con un registro telemático, al cual remitió su solicitud en plazo y  formas y que la 
convocatoria del concurso admitía todos los medios de presentación de escritos y solicitudes 
a los que se refiere la Ley 30/1992.

c)	 El día 20 de julio doña Alicia González ha presentado una solicitud que no iba acompa-
ñada de la documentación pertinente. El día 28 de julio la interesada presenta escrito en 
el que alega que presentó la solicitud su hermano, pero que la presentación de la partitura 
en plazo fue materialmente imposible, debido a que había dado a luz durante el plazo de 
presentación, con complicaciones de salud, tanto antes como después del parto. Acompaña 
informe médico y baja laboral que acreditan tal imposibilidad hasta la fecha. Concluye 
rogando se tenga en cuenta lo excepcional de las circunstancias y se tenga por presentada 
en plazo la partitura.

Como Anexo al supuesto práctico se adjunta el presupuesto del INAEM y, en concreto, del 
programa 335 («Música y Danza»). Las cifras se expresan en miles de euros:
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Cuestiones planteadas:

1.	 En su opinión, ¿resulta aplicable, al presente caso, la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones? Fundamente la respuesta.

2.	 Señale cuál es el régimen de recursos procedente contra la convocatoria del premio. En particu-
lar, ¿procede recurrir directamente ante los órganos judiciales?, ¿y ante la Administración? 
Indique, en uno u otro supuesto, cuáles serían, en su caso, los órganos competentes para 
conocer de los correspondientes recursos así como los plazos de interposición y resolución.

3.	 ¿Es una resolución del instrumento jurídico suficiente para la convocatoria del concurso 
para la concesión de un premio?

4. 	 En relación con los diversos escritos a los que se ha hecho referencia:

1. 	 ¿Resulta admisible la solicitud que tiene entrada en el INAEM el día 7 de diciembre 
de 2006? Fundamente la respuesta.

2. 	 ¿Cabe estimar la pretensión del recurso relativo a la solicitud temática?

3. 	 A la luz de las circunstancias descritas y de la documentación presentada por doña 
Alicia González, ¿procede admitir la documentación? Razone su respuesta.

5. 	 Respecto al Anexo del supuesto práctico:

1. 	 Desglose la aplicación presupuestaria con cargo a la cual se va a financiar el premio, 
atendiendo a las diferentes clasificaciones del presupuesto.

2. 	 La construcción del Auditorio de Vitoria ha supuesto menos gastos de los inicial-
mente previstos, ¿es posible destinar los recursos sobrantes para la adquisición de 
material de oficina del INAEM? Fundamente la respuesta.

3. 	 A lo largo del ejercicio se plantea la posibilidad de incrementar la dotación del crédito des-
tinado a la compra de muebles del INAEM con cargo al crédito dirigido a la adquisición 
de pintura, por el 10 por 100 de la cuantía con que este aparece reflejado en el presupuesto 
del INAEM. ¿Es necesario iniciar un presupuesto de modificación presupuestaria? En 
este caso, ¿quién sería el órgano competente para iniciar esa modificación?

4. 	 Si lo que se desea es incrementar la dotación del crédito 226.01, indique con cargo 
a qué otro crédito podría realizarse, en su caso, sin modificación presupuestaria.

Solución

1. Entendemos que sí es aplicable.
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El artículo 2.º 1 de la citada ley señala que: «Se entiende por subvención, a los efectos de esta 
ley, toda disposición dineraria realizada por cualquiera de los sujetos contemplados en el artículo 3.º 
esta ley, a favor de personas públicas o privadas, y que se cumplan los siguientes requisitos:

a) 	 Que la entrega se realice sin contraprestación directa de los beneficiarios.

b) 	Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de un determinado objetivo, la ejecución de un 
proyecto, la realización de una actividad, la adopción de un comportamiento singular, ya 
realizado o por desarrollar, o la concurrencia de una situación, debiendo el beneficiario 
cumplir las obligaciones materiales y formales que se hubieran establecido.

c) 	 Que el proyecto, la acción, conducta o situación financiada tengan por objeto el fomento de 
una actividad de utilidad pública o interés social o de promoción de una finalidad pública».

Creemos que conceder un premio de música para autores noveles, convocándose el oportuno 
concurso, y debiendo estos aportar las diversas partituras, cae totalmente bajo el ámbito de lo que 
jurídicamente la ley entiende por subvención.

Por otra parte, observamos cómo el citado artículo 2.º, en sus apartados segundo, tercero y 
cuarto, así como los artículos 3.º y 4.º, de esta ley, contemplan los supuestos excluidos de la misma, 
sin que, en ningún caso, se haga referencia al caso que nos ocupa.

Es preciso resaltar cómo el artículo 4.º a) señala que quedan excluidos del ámbito de aplica-
ción de la ley los premios que se otorguen sin la previa solicitud del beneficiario, cosa que, obvia-
mente, no ocurre en el caso que estamos analizando.

Quizá la única disposición que puede hacernos dudar de la aplicación de la Ley de Subvencio-
nes, al caso concreto, es la disposición adicional décima de la misma, que señala: «Reglamentaria-
mente se establecerá el régimen especial aplicable al otorgamiento de los premios educativos, cultu-
rales, científicos o de cualquier otra naturaleza, que deberá ajustarse al contenido de esta ley, salvo en 
aquellos aspectos en los que, por la especial naturaleza de las subvenciones, no resulte aplicable». Sin 
embargo, creemos que esto no es óbice para aplicar las disposiciones de esta ley al caso concreto, por-
que, aunque efectivamente, el premio convocado en este caso queda bajo el ámbito de lo dispuesto en 
la citada disposición, lo cierto es que, en la misma, en absoluto se está prohibiendo la aplicación de la 
Ley de Subvenciones, sino que tan solo se hace referencia a que, por vía reglamentaria, se establece-
rán las especialidades de esos premios que, además, por imperativo de la citada disposición, deberán 
ajustarse al contenido de la ley. Por tanto, con independencia de que exista ese desarrollo reglamen-
tario que regule, tan solo, las especialidades propias del tipo de premio de que se trate, de ningún modo 
resulta no aplicable la Ley General de Subvenciones, debiendo añadirse, para finalizar con esta cues-
tión, que en ningún caso ese desarrollo reglamentario podrá contravenir lo dispuesto en esta ley, al 
menos en lo que se refiere a las cuestiones básicas y principios generales; lo que sí podrá hacer es 
complementarla y completarla, regulando, exclusivamente, las peculiaridades de esos premios.

Por otro lado, tampoco en el Reglamento de la Ley 38/2003, aprobado por Real Decreto 887/2006, 
de 21 de julio, y, en concreto, en su artículo 2.º se prohíbe que estos premios puedan quedar bajo el 
ámbito de la Ley General de Subvenciones.
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2.

Naturaleza del acto recurrible.

Lo primero que tenemos que resaltar es que el acto administrativo de la convocatoria es un acto 
de trámite que, sin embargo, podemos calificar de cualificado a efectos de poder interponer recurso 
contra el mismo. No es un acto administrativo cualquiera, sino que con el mismo se incluyen las bases 
de la convocatoria que vienen a ser las normas reguladoras del concurso. Se contiene en el mismo, según 
describe el relato de hechos, entre otros extremos, la composición y funcionamiento del jurado a quien 
compete fallar el concurso, los criterios de valoración, la dotación económica del premio y la aplica-
ción presupuestaria con cargo a la cual ha de financiarse. Todo ello debe conducirnos a admitir que se 
trata de un acto de trámite cualificado, a tenor de lo dispuesto en el artículo 107 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común. Por ello, debemos admitir la posibilidad de recurso independiente contra ese acto admi-
nistrativo. De lo contrario, podríamos llegar al absurdo de que conteniéndose una ilegalidad manifies-
ta en el mismo, esa ilegalidad habría que aplicarla en el concurso y no podría impugnarse 
jurídicamente hasta la finalización del procedimiento administrativo mediante la resolución que otorga 
o deniega la subvención correspondiente. Debemos resaltar, finalmente, respecto a esta cuestión, que 
tanto en materia de contratación administrativa como de selección de personal al servicio de las Admi-
nistraciones Públicas, se han venido admitiendo recursos independientes contra los pliegos de cláusulas 
administrativas aprobadas por el órgano de contratación o contra las bases que van a regular el proce-
so selectivo de personal. Así se deduce de una copiosa jurisprudencia del Tribunal Supremo que, inclu-
so, ha llegado a afirmar en muchas ocasiones, ante la no adjudicación de un contrato a un licitador o la 
no inclusión de un opositor en la lista definitiva, el cual ha tratado de impugnar ese acto definitivo basán-
dose en la ilegalidad de una de las bases o cláusulas que regulaban el procedimiento, que al no haber-
lo impugnado en su momento, ahora estaríamos en presencia de un acto consentido irrecurrible.

Recursos procedentes.

De acuerdo con la disposición adicional decimoquinta.3 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, en los organismos públi-
cos adscritos a esta Administración ponen fin a la vía administrativa los actos emanados de los máxi-
mos órganos de dirección unipersonales o colegiados, de acuerdo con lo que establezcan sus estatu-
tos, salvo que por ley se disponga otra cosa. Recordamos, a este respecto, que el INAEM es un 
organismo autónomo adscrito al Ministerio de Cultura.

Por su parte, el artículo 10 de la Ley General de Subvenciones otorga la competencia para con-
ceder subvenciones en los organismos públicos al Presidente o Director del mismo (órgano máximo 
unipersonal). De manera que el acto del mismo agota o pone fin a la vía administrativa.

Por ello, los recursos procedentes, en este caso, serán, o bien el de reposición potestativo (art. 116.1 
Ley 30/1992), ante el mismo órgano que dictó el acto, en el plazo de un mes desde la publicación de 
la resolución, o bien, directamente, el recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses 
desde la publicación de la disposición (art. 46 Ley 29/1998, de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa), ante el Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo [art. 9.º 1 c) LJCA].
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En el caso de que se interpusiera el recurso de reposición, el plazo para resolverse será de un 
mes (art. 117.2 Ley 30/1992), siendo, en este caso, el silencio administrativo, si no se resolviera en 
ese plazo, de carácter negativo o desestimatorio.

3. Debemos aclarar con carácter previo que todas las referencias que se hacen al término sub-
vención, en nuestro caso, deben entenderse realizadas al término premio, que es, en realidad, para lo 
que se ha convocado el concurso a que se refiere el supuesto de hecho.

El artículo 9.º de la Ley General de Subvenciones establece en su apartado 2 que con carácter 
previo al otorgamiento de las subvenciones, deberán aprobarse las normas que establezcan las bases 
reguladoras de concesión en los términos establecidos en esta ley. En el apartado 3, se señala que las 
bases reguladoras de cada tipo de subvención se publicarán en el BOE o en el Diario Oficial correspon-
diente. Y en el apartado 4 se señala que, adicionalmente, el otorgamiento de una subvención debe cum-
plir con una serie de requisitos, entre los cuales se encuentran la competencia del órgano administrati-
vo concedente, la existencia de crédito adecuado y suficiente, la tramitación del procedimientos de 
concesión, la fiscalización previa de los actos de contenido económico, y la aprobación del gasto.

Por su parte, el artículo 17 determina el órgano competente para la aprobación de las bases 
reguladoras de la concesión de las subvenciones, señalando en su apartado 1 que en el ámbito de la 
Administración General del Estado, así como de los organismos públicos y restantes entidades de 
derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de aquellas, los Minis-
tros correspondientes establecerán las oportunas bases reguladoras de la concesión. Las mismas se 
aprobarán por orden ministerial de acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo 24 de la Ley 
50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno y previo informe de los servicios jurídicos y de la inter-
vención delegada correspondiente, siendo objeto de publicación en el BOE. En el apartado 3 del cita-
do artículo se señala el contenido mínimo de esas bases.

Finalmente, el artículo 23 se refiere a la iniciación del procedimiento de concesión en régimen 
de concurrencia competitiva, estableciéndose que se inicia siempre de oficio y que se realizará median-
te convocatoria aprobada por el órgano competente, que desarrollará el procedimiento para la con-
cesión de las subvenciones, indicándose, a continuación, el contenido obligatorio que debe tener esa 
convocatoria (créditos presupuestarios, objeto, condiciones y finalidad de la concesión, requisitos 
para solicitarla, órgano competente para la instrucción y resoluciones, plazo para solicitarla, etc.).

En conclusión, como se ha puesto de manifiesto, no sirve sin más una mera resolución o acto 
administrativo, para entender efectuada la convocatoria de un concurso para la concesión del pre-
mio, sino que ha de contener todo lo indicado con anterioridad y, sobre todo, haberse aprobado con 
carácter previo las bases reguladoras de la concesión de ese premio.

4.  1. La convocatoria se publica en el BOE el día 24 de mayo de 2006. El plazo para la pre-
sentación de solicitudes es de dos meses.

La solicitud tiene sello de entrada en el Registro del INAEM el día 7 de diciembre de 2006, 
pero la presentó en el Ayuntamiento de un municipio el día 26 de julio. Debemos tener en cuenta, 
igualmente, que en ese municipio eran días festivos los días 24 de mayo y 25 de julio.
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El artículo 48.2 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, señala que si el plazo se fija en meses 
o años se empieza a contar desde el día siguiente a la notificación o publicación del acto. Por su parte, 
del artículo 48.1 deducimos, a sensu contrario, que aunque el primer día fuese inhábil, en el cómpu-
to por meses no se descuenta el mismo.

Ahora bien, ¿cuál era el último día del plazo para presentar las solicitudes en este caso?

Tras la modificación de la Ley 30/1992, por la Ley 4/1999, queda un tanto confuso el tema del 
cómputo de los plazos. Del inciso final del apartado segundo del artículo 48 podría interpretarse, entre 
otras posibilidades, que en los plazos señalados por meses el día final es el día equivalente a aquel en 
que comience el cómputo. Se trata de una cuestión que ha dado lugar a no pocos conflictos.

Tradicionalmente, los plazos por meses se cuentan de fecha a fecha, como dice el artículo 5.º 1 
del Código Civil, previsión que en el ámbito jurisdiccional sigue vigente y a la que se llega por remi-
sión genérica del artículo 185.1 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, y, con anterioridad, 
por la remisión de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa a la Ley de Enjuiciamiento 
Civil y desde esta al Código Civil.

Con la desaparición de la expresión, en el cómputo de los meses de fecha a fecha, operado por 
la reforma de 1999, es posible mantener al respecto dos interpretaciones. La primera consistiría en 
que se ha vuelto a la situación anterior a la Ley 30/1992, de modo que el cómputo de los plazos coin-
cide ahora en el ámbito administrativo y en el judicial, es decir, inicio a partir del día siguiente a la 
notificación y cómputo de fecha a fecha, esto es, finalización del mismo día de la notificación. Pero 
es posible, sin embargo, una segunda interpretación pro actione, que, a partir de una lectura literal 
del precepto, ampliaría en un día el cómputo de los plazos administrativos. Y ello, porque el inicio 
del cómputo está claro que comienza a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notifica-
ción, y no el mismo día de la notificación, pero los plazos no se computarían propiamente de fecha 
a fecha, sino que finalizarían en el día equivalente a aquel en que comienza el cómputo. Y de ser así, 
eso supondría que el plazo acabaría el último hábil que coincida con el día siguiente a aquel en que 
se realizó la notificación. Lo que supone un día más.

La desaparición de la expresión de fecha a fecha, que sí estaba en el texto inicial, da pie a estas 
posibilidades interpretativas encontradas.

Pero si el cómputo es el tradicional de fecha a fecha, como parece lógico, el plazo acaba el 
mismo día de la notificación del mes o los meses siguientes que correspondan según el plazo de que 
se trate. De otra manera el plazo para presentar solicitudes no sería de dos meses, como disponía la 
convocatoria de las ayudas, sino de dos meses y un día.

La interpretación a seguir parece que debe computarse de fecha a fecha, pero la fecha de ini-
cio es el día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto, a tenor de lo 
establecido en el artículo 48.2 de la Ley 30/1992.
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Por lo tanto, el último día de plazo sería el día 24 de julio. Luego la solicitud está presenta-
da fuera de plazo, dando igual que el día 24 de mayo y 25 de julio fuesen días inhábiles en el muni-
cipio en cuyo Ayuntamiento se presentó la solicitud, porque esta no se presenta hasta el día 26 de 
dicho mes.

Además, para que se entienda que está bien presentada la solicitud, como lo hace en el Regis-
tro de un Ayuntamiento el día 26 de julio, es preciso que existiera el oportuno convenio entre aquel 
y la Administración General del Estado. En caso contrario, como la solicitud no llega hasta el INEM 
hasta el 7 de diciembre, la misma estaría fuera de plazo (ello sin perjuicio de exigir la responsabili-
dad del responsable de tal dilación o incluso la propia responsabilidad patrimonial del Ayuntamien-
to en cuestión por no haber remitido la solicitud a su debido tiempo o por no haberle sido devuelta 
al interesado si no existiera el citado convenio), aunque en este caso da igual, porque la solicitud se 
había presentado fuera de plazo.

2. El artículo 38.3 y 9 permite la presentación de escritos y solicitudes en los registros telemá-
ticos. Igualmente, el Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, por el que se regula la presentación de 
escritos, solicitudes y comunicaciones a la Administración General del Estado, en su artículo 16.1 
obliga a admitir la presentación de aquellos por medios telemáticos.

Suponiendo que por la normativa correspondiente se admita y esté regulado y admitido tal tipo 
de presentación, no cabe duda de que su solicitud debió ser admitida. El relato de hechos nos indica 
que el Ministerio de Cultura cuenta con tal tipo de registro y que la convocatoria admitía tal tipo de 
presentación.

En cuanto a la procedencia del recurso, no cabe duda de que la no admisión de este solicitante 
es un acto de trámite cualificado, que causa indefensión y produce la finalización del procedimiento (ni 
siquiera llega a iniciarse con respecto a él), por lo que, a tenor del artículo 107 de la Ley 30/1992, debió 
admitirse, y de ser cierto lo que afirmamos con anterioridad, estimarse, ordenándose, si fuera posible, 
la retroacción del procedimiento al momento en que se comete el vicio por parte de la Administración.

3. Presenta la solicitud el día 20 de julio, luego, en principio, está en plazo. Sin embargo, la 
solicitud no va acompañada de la documentación pertinente. El día 28 de julio presenta escrito en el 
que alega que presentó la solicitud de su hermano. De manera que parece que actuaba como repre-
sentante de su hermano. En ese escrito afirma que la presentación de la candidatura fue materialmen-
te imposible porque había dado a luz durante el plazo de presentación y tuvo problemas de salud, 
solicitando que al haber concurrido estas circunstancias excepcionales, debidamente documentadas, 
se tuviera por presentada en plazo la partitura.

Lo primero que debemos significar es que, de acuerdo con el artículo 32.3 de la Ley 30/1992, 
debió acreditar la representación de su hermano que ostentaba. Conforme al apartado 4 del citado 
precepto, la Administración debió requerir al interesado para que en 10 días o plazo superior subsa-
nara este defecto. Como la Administración no actuó en el sentido indicado, seguía abierto el plazo 
de subsanación.
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Por otra parte, es obvio que la presentación de la partitura el día 28 de julio estaba fuera de 
plazo. Ahora bien, de nuevo la Administración no actuó como le obligaba la ley, en concreto en el 
artículo 71.1, ya que debió requerir al interesado para que en el plazo de 10 días acompañara ese 
documento preceptivo como era, en este caso, la partitura. Por lo tanto, al faltar ese requerimiento el 
plazo para subsanar esa omisión seguía abierto y debemos entender que la documentación entró en 
plazo. Además, ni siquiera habían pasado los 10 días citados desde el momento de la presentación 
de la solicitud –20 de julio– y la subsanación –28 de julio–.

Por otra parte, si entendemos que ella era la interesada directamente –porque la redacción del 
relato de hecho no es clara–, con independencia de resultar plenamente aplicable todo lo dicho ante-
riormente, debemos contestar a la afirmación de la existencia de esas circunstancias excepcionales 
de salud, que pudo en su momento solicitar, a tenor de lo previsto en el artículo 49 de la Ley 30/1992, 
una ampliación de plazo antes de que el mismo hubiera vencido.

5.  1.

•	 Clasificación orgánica: Sección 24, Ministerio de Cultura. Organismo Autónomo 201, 
INAEM.

•	 Clasificación por programas: Programa 335.ª, Música y Danza.

•	 Clasificación económica: Concepto 487, Transferencias corrientes a familias e instituciones 
sin fin de lucro, «Premios Nacionales de Música y Danza».

2. Según figura en el Anexo al supuesto práctico, el gasto de la construcción del edificio de 
Vitoria será imputable al subconcepto 762.10, correspondiente a transferencias de capital al Ayunta-
miento de Vitoria para la construcción del Auditorio.

El crédito para la compra de material de oficina será un gasto del concepto 220.

El supuesto plantea la posibilidad de transferir los recursos sobrantes en el subconcepto 762.10 al 
crédito destinado a la adquisición de material de oficina del INAEM, concepto 220, es decir, se quiere 
hacer una transferencia desde el capítulo 7 (operación de capital) al capítulo 2 (operación corriente).

El artículo 52 de la Ley General Presupuestaria (LGP) establece entre las limitaciones de las 
transferencias que no se podrán realizar transferencias desde operaciones de capital (capítulos 6 y 7) 
a operaciones corrientes (capítulos 1, 2, 3 y 4).

Al no estar entre ninguna de las excepciones previstas en el citado artículo 52 de la LGP, habrá 
que concluir diciendo que la transferencia planteada no será posible.

3. La compra de muebles supone, en todo caso, una inversión imputable al Capítulo 6, en con-
creto al artículo 62 (Inversión nueva asociada al funcionamiento operativo de los servicios), mien-
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tras que la adquisición de pintura podrá ser del capítulo 2 (221.11), si se considera que son botes de 
pintura, o bien del capítulo 6 (art. 62), si se consideran que son cuadros (obras de arte):

•	 En el caso de que la transferencia sea desde el 221.11 al 62 (compra de muebles), estaremos 
ante una modificación presupuestaria (transferencia), que no está sujeta a ninguna de las 
limitaciones del artículo 52 de la LGP, y, por lo tanto, será necesario iniciar la tramitación 
de la modificación presupuestaria. El órgano competente para iniciar esa modificación 
presupuestaria será el órgano gestor del crédito y su autorización corresponde al Presidente 
o Director del Organismo Autónomo, según establece el artículo 63 de la LGP.

•	 En el caso de que la modificación propuesta lo sea desde el 62 (cuadros) al 62 (muebles), 
estaremos ante una redistribución de créditos, y no será transferencia (modificación pre-
supuestaria), ya que el artículo 44 de la LGP determina que en los Organismos Autónomos 
el Capítulo 6 se especificará a nivel de Capítulo. En este caso, no se iniciará expediente de 
modificación presupuestaria, porque no existe tal modificación.

4. El artículo 44 de la LGP establece para los organismos autónomos que el crédito destinado 
a atenciones protocolarias y representativas se especificará con el nivel que corresponda a su concre-
ta clasificación económica. Dicho crédito aparece especificado como 226.01, es decir, subconcepto.

Por lo tanto, en todo caso, será necesario tramitar una modificación presupuestaria (transfe-
rencia), si queremos incrementar el 226.01, con cargo a otro crédito.

En cuanto a su autorización, corresponde al Ministro de Economía y Hacienda, ya que el Pre-
sidente o Director del Organismo Autónomo no puede incrementar dicho crédito.

Sentencias, autos y disposiciones consultadas:

•	 Ley 30/1992 (LRJAP y PAC), arts. 38, 48, 49, 71.1, 107, 116 y 117.

•	 Ley 6/1997 (LOFAGE), disp. adic. decimoquinta.3.

•	 Ley 50/1997 (Ley del Gobierno), art. 24.

•	 Ley 29/1998 (LJCA), arts. 9.º 1 c) y 46.

•	 Ley 38/2003 (General de Subvenciones), arts. 2.º, 3.º, 4.º, 7.º, 9.º, 10, 17, 23 y disp. adic. 
décima.

•	 Ley 47/2003 (LGP), arts. 44, 52 y 63.

•	 RD 887/2006 (Rgto. de la Ley General de Subvenciones), art. 2.º.
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